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Ante esta situación se recomienda a los Rectorados de las Universidades andaluzas que “elaboren un censo 
de personal que contemple el número de efectivos que tiene reconocida la condición de personas con 
discapacidad, para determinar el número de plazas necesarias para cumplir con el porcentaje del 2% de las mismas 
entre sus efectivos totales que se requieren en cada Administración pública e incluir en la correspondiente planificación 
de sus recursos humanos las medidas necesarias que permitan progresar en su cumplimiento.

Asimismo, se recomienda que, por parte de las Universidades públicas de Andalucía, de acuerdo con lo establecido 
en la normativa vigente se adopten las medidas necesarias para que en las ofertas públicas de empleo que realicen las 
mismas para cubrir plazas de PDI, se reserve el porcentaje mínimo que establezca la normativa vigente en favor 
de las personas con discapacidad, y que por sus órganos de gobierno se aprueben los criterios y procedimientos 
para llevarlo a la práctica, así como que se doten de un reglamento interno que disponga medidas de acción positiva 
que establezca los apoyos, recursos y ajustes necesarios que puedan precisar estas personas para el eficaz desempeño 
de las funciones de docencia e investigación”.

En el curso de la tramitación de esta queja, también nos dirigimos al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales 
para que instara a los Ministerios de Hacienda y Educación a que las plazas correspondientes al cupo de reserva no 
se computarán para cubrir la tasa de reposición a fin de propiciar el cumplimiento de esta medida.

Las Universidades andaluzas, en el año 2018, contestaron valorando positivamente la Resolución y aceptándola. 
Asimismo, los Ministerios a los que nos dirigimos, a través del Defensor del Pueblo, contestaron mostrando su 
coincidencia con los criterios de la Resolución, si bien el Ministerio de Hacienda consideró que la sugerencia que se 
le trasladó no podía llevarse a la práctica por cuestiones de legalidad presupuestaria.

Como complemento a esta intervención, con motivo del Día Internacional de las Personas con Discapacidad, el 
Defensor del Pueblo Andaluz, para contribuir a reforzar la garantía de los derechos de este colectivo, promovió 
y organizó la celebración, el día 3 de diciembre de 2018, de una Jornada en relación con este asunto, que se 
cerraron con unas conclusiones que refuerzan las recomendaciones realizadas por la Institución.

Dicha jornada se dirigió a la comunidad universitaria, personas con discapacidad, organizaciones representativas 
de estos colectivos y sociedad en general, a fin de dar a conocer los resultados de esta investigación e intercambiar 
experiencias e iniciativas que permitieran avanzar en la adopción de las medidas que aseguren el cumplimiento de 
la obligación de reserva legal de plazas de PDI en las convocatorias de acceso al empleo público que realicen las 
Universidades públicas andaluzas y que permitan pasar definitivamente del “derecho a los hechos” en esta materia.

1.5.2.2.2 Cobertura de vacantes de plazas reservadas para personas con discapacidad 
intelectual en la Bolsa de Interinos de la Administración de la Junta de Andalucía

En el año 2018, se tramitó la queja 18/3491 a instancia de la persona interesada, en la que se denunciaba la 
vulneración de sus derechos para el acceso a un puesto público en su condición de persona con discapacidad intelectual, 
como consecuencia de la actuación de la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública al realizar el 
llamamiento múltiple para la cobertura de vacantes de personal funcionario interino en el Cuerpo de Auxiliares 
Administrativos de la Administración de la Junta de Andalucía. Considera que se había producido una situación de 
indefensión al no ser nombrada por incomparecencia a la sesión convocada, sin que se hubiera contactado con ella, 
previamente, vía telefónica o por email como está establecido en la norma reguladora de esta materia.

La Resolución de 18 de julio de 2014 de la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, en su apartado 
6, regula el procedimiento a seguir para realizar el llamamiento de candidatos incluidos en la Bolsa para la elección 
de vacantes, contemplando la posibilidad de que los llamamientos sean individuales o colectivos “atendiendo al 
número y características de las vacantes a ofrecer”, “siendo la vía telefónica el medio de comunicación preferente con 
los interesados con el fin de agilizar las actuaciones”.

En el apartado 6.6 de la Resolución se prevé la posibilidad de efectuar llamamientos múltiples “si el número o 
características de los puestos a ofertar lo hicieran necesario”, y que consistirá “en la citación, por orden de prelación, 
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para la asistencia a una sesión presencial en las dependencias de la Dirección General, de Recursos Humanos y 
Función Pública, en la que se ofertarán los puestos de trabajo a cubrir”. Si bien, se contempla igualmente en el mismo 
que “de no ser posible contactar telefónicamente, la notificación se practicará por correo electrónico, sms o cualquier 
otro medio que permita su rápida localización, con el fin de no paralizar el procedimiento”.

De acuerdo con esta regulación, lo primero que llama la atención es que en ningún momento la Administración 
hace uso de alguno de los medios considerados como preferentes para el llamamiento de las personas 
candidatas ya sea vía telefónica (calificado así en la propia Resolución reguladora) y, de no ser posible, mediante 
correo electrónico, sms o cualquier otro medio que hubiese permitido su rápida localización, y de los que disponía 
dicha Administración, con el fin de no paralizar el procedimiento.

Por el contrario, la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública ha utilizado la modalidad del 
llamamiento múltiple contemplada en el apartado 6.6 de la Resolución, procediendo a la publicación del 
correspondiente anuncio en la web del Empleado Público, que surte efectos de notificación, de acuerdo con lo 
establecido en el art. 45.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Sin embargo, como se dispone en dicho precepto, “en este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar 
el medio donde se efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares 
distintos”. Indicación ésta que no se contiene en la Resolución de dicha Dirección General reguladora de los 
procedimientos de selección de personal funcionario interino, así como tampoco en las Resoluciones posteriores 
que aprueban las relaciones de aspirantes para acceder a esta condición tras la conclusión de los procesos selectivos 
de las sucesivas ofertas de empleo público.

La notificación individualizada preferente, vía telefónica o electrónica, que se contempla en la mencionada 
Resolución, y que puede realizarse y ser complementaria a la publicación del anuncio en el caso de que se opte por 
la modalidad de llamamiento múltiple, es aún más necesaria en el caso de cobertura de vacantes correspondientes 
al cupo de personas con discapacidad intelectual, en atención a sus singulares circunstancias, que hacen de la 
modalidad de llamamiento colectivo a través de anuncio en la web del Empleado Público una opción absolutamente 
inadecuada para garantizar la igualdad de oportunidades de estas personas en el acceso al empleo público.

Téngase en cuenta, a este respecto, que el art. 28.2 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los derechos y 
atención a las personas con discapacidad en Andalucía, exige a las Administraciones públicas andaluzas adoptar las 
medidas precisas que permitan garantizar a las personas con discapacidad que participen en procesos selectivos, el 
principio de igualdad de oportunidades y de trato para su acceso al empleo público, para lo que deberán establecer 
el tipo de sistema selectivo más adecuado en atención a la naturaleza de los diferentes tipos de discapacidad. 
Entre las medidas necesarias, según se dispone en dicho precepto, “se tendrá especial incidencia en la accesibilidad 
cognitiva” a fin de posibilitar el acceso al empleo público de las personas con discapacidad intelectual.

Al constatarse que no se había publicado el lugar en que se anunciarían las convocatorias de estos llamamientos 
múltiples y que no se habían utilizado ninguno de los medios considerados como preferentes para el llamamiento 
de las personas candidatas, se recomendó a la Administración que adoptara las medidas oportunas, a la mayor 
brevedad posible, a fin de salvaguardar el derecho de la interesada y proceder al nombramiento de la misma 
como funcionaria interina.

Asimismo, ante los efectos desproporcionados de las consecuencias que se atribuyen a la incomparecencia en 
caso de llamamientos múltiples observados en la tramitación de esta queja, se sugiere también a la Administración 
que modifique la regulación de las penalizaciones previstas para estos supuestos limitando la exclusión temporal 
a un año en la Bolsa correspondiente, en caso de renuncia injustificada, sin que se extienda dicha penalización 
respecto al resto de las Bolsas de las que la persona aspirante a estos nombramientos pudiera formar parte.

Se está a la espera de la contestación a la Resolución por parte de la Dirección General de Recursos Humanos y 
Función Pública.
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